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La Cátedra de Derechos Humanos es una iniciativa de la Dirección Ge­

neral de Derechos Humanos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

que busca generar un espacio de interacción entre personas académicas, 

activistas, juristas y defensoras de derechos humanos de reconocida trayec­

toria nacional e internacional, con la finalidad de abordar, reflexionar y 

debatir las problemáticas de derechos humanos más importantes en nues­

tros tiempos.

El tema abordado en esta cuarta edición fue “Repensar la justicia y la 

reparación del daño ante las violaciones de derechos humanos”. Para tal 

efecto, contamos con la presencia y participación de personas conocedo­

ras en el tema de derechos humanos en nuestra región: Oscar Parra Vera, 

magistrado de Sala en la Jurisdicción Especial para la Paz de Colombia, y 

Ariadna Estévez, investigadora del Centro de Investigación sobre América 

del Norte de la UNAM. La moderación estuvo a cargo de Daniela Malpica, 

directora de la organización Justicia, Reconciliación y Derechos Humanos 

(Jusred).

La Dirección General de Derechos Humanos de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación presenta ahora esta publicación, la cual busca difun­

dir la conversación generada en la cuarta sesión de la Cátedra de Derechos 

Humanos, que se realizó el 26 de agosto de 2022. Este diálogo se enmarca 

Presentación
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en los debates y las preocupaciones, en los ámbitos nacional e internacio­

nal, sobre cómo acceder a la justicia en los procesos de transición, es decir, de 

superar un entorno de violencia generalizada y graves violaciones a los 

derechos humanos y transitar hacia la construcción de un entorno de paz.

En estos escenarios se han presentado importantes debates y postu­

ras —en ocasiones opuestas— en torno a cuáles deberían ser los procesos 

de acceso a la justicia para las víctimas: ¿cuál debería ser el papel de las 

instituciones del Estado desde la procuración e impartición de justicia, 

hasta los mecanismos administrativos?, ¿cómo garantizar que las víctimas 

participen en la definición de las políticas encaminadas a la transición y la 

reparación del daño?, ¿de qué manera se puede evitar la burocratización 

de estos procesos para que no se conviertan en dispositivos de administra-

ción del sufrimien to?

Estas reflexiones llevan implícito un cuestionamien to sobre el papel 

tradicional del derecho penal como vehícu lo para lograr la justicia y sobre 

la actitud de las personas juzgadoras frente a las víctimas y, también, 

frente a quienes perpetraron esos actos: ¿cómo superar las tensiones que 

pueden surgir entre las concepciones clásicas del acceso a la justicia y res­

ponsabilidad penal frente al derecho a la verdad? ¿La investigación, perse­

cución y castigo sobre casos individuales puede abonar a los procesos de 

transición o es necesario, dados los contextos de macrocriminalidad, 

adoptar una mirada colectiva para investigar las graves violaciones a los 

derechos humanos? ¿Podemos transitar de una postura punitivista a otra 

que priorice la reconciliación y el perdón?

Con la finalidad de seguir dialogando sobre los temas mencionados, 

este documento cuenta con una introducción a cargo de Daniela Malpica; 

después, con una infografía de cada una de las personas ponentes —Oscar 

Parra Vera y Ariadna Estévez— que incluye una semblanza e introducción a 
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su obra y pensamien to; y, finalmente, con la transcripción del diálogo que 
sostuvieron las personas que dieron forma a esta cuarta sesión.

Para la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el acceso a la justicia 
para las víctimas de violencia en nuestro país ha sido una preocupación 
constante, en particular, respecto de las personas que pertenecen a gru­
pos en situación de vulnerabilidad, quienes históricamente han padecido 
mayores condiciones de violencia y de exclusión del aparato estatal encar­
gado del acceso a la justicia y la reparación del daño.

Esta publicación de la Cátedra forma parte de otras actividades de 
promoción y difusión por parte de la Dirección General de Derechos Huma­
nos, con las cuales se invita a reflexionar sobre la justicia y la reparación del 
daño. Estamos convencidas de que la Cátedra será un insumo importante 
para continuar generando espacios de participación para la sociedad, 
especialmente para las y los estudiantes de derecho de nuestro país y de 
la región, así como para difundir y promover el respeto de los derechos 
humanos.

Regina Castro Traulsen
Directora General de Derechos Humanos
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Durante las últimas décadas, distintas violencias han atravesado, es­
calado y se han reproducido por toda Latinoamérica. Algunas se han logrado 
contener, otras se encuentran en procesos de transición con la implemen­
tación de distintos modelos de seguridad pública y procuración de justicia, 
y algunas violencias y conflictos permanecen fluctuando en distintas 
intensidades en la región. La principal y más dolorosa consecuencia son 
las víctimas de violaciones a derechos humanos. Sus luchas han sido par­
teaguas para poder transformar a la región y evolucionar nuestro enten­
dimien to, protección y ejercicio de los derechos humanos; sus casos nos 
han permitido cuestionar y repensar lo que comprendemos por justicia y 
reparación ante escenarios tan diversos y complejos.

En México vivimos una espiral de violencia que se disparó y ha crecido 
desde el año 2006 cuando se declaró la llamada “guerra contra el narcotrá­
fico”, la cual marcó el inicio del uso del ejército en las tareas de seguridad 
pública que corresponden al orden civil. La violencia permanece, sus niveles 
no han disminuido y se ha acomodado peligrosamente en nuestra cotidia­
nidad. Hoy existen en México más de cien mil personas desaparecidas;1 

* Fundadora de la organización Justicia Transicional en México.
1 V. Registro Nacional de Personas Desaparecidas y no Localizadas. Disponible en «https://ver­

sionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Dashboard/ContextoGeneral» 

Introducción
Ante violaciones masivas y graves de  

derechos humanos ¿cómo repensar el  
acceso a la justicia y la reparación?  

Aproximaciones y críticas desde la Justicia 
Transicional y la Justicia Neoliberal Daniela Malpica Neri*

https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Dashboard/ContextoGeneral
https://versionpublicarnpdno.segob.gob.mx/Dashboard/ContextoGeneral
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12 281 casos de tortura;2 trescientas mil familias desplazadas,3 y más de 
trescientas mil personas asesinadas.4

Aunado a lo anterior, las dinámicas de la violencia son mucho más 
complejas que los escenarios que existen en nuestro imaginario colectivo, 
donde es fácil catalogar a los grupos antagónicos que se enfrentan como 
buenos o malos. Las condiciones de desigualdad y vulnerabilidad, sobre 
todo en los territorios que peor se han visto afectados por los conflictos, 
han transformado las distintas esferas de la vida y el desarrollo de sus habi­
tantes de manera irreversible. Por ejemplo, en Michoacán, México, el conflicto 
entre grupos armados, de autodefensa y de seguridad pública ha genera­
do un contexto en el que la inseguridad ha mermado también la vida eco­
nómica, educativa, familiar y social de las comunidades.5 Estas son las 
condiciones que, en muchas ocasiones, colocan a las personas como vícti­
mas o victimarios.

Además, es necesario nombrar las capacidades institucionales y eco­
nómicas reales de los países para poder diseñar, implementar y evaluar las 

2 V. Observatorio contra la tortura; cifras actualizadas hasta el 2021 indican que existen 12 281 
expedientes de investigación iniciados por el delito de tortura. Disponibles en «https://indica­
dores.sintortura.org/estadisticas?indicador=5d2e34da1cf9946518e32e77&periodo=0&rubro=
5d2e34d8e0d76664f3cc608b» 

3 Cálcu lo realizado por la Comisión Mexicana para la Defensa y Promoción de los Derechos 
Humanos, organización de la sociedad civil, presentado en la nota periodística de Pie de Pá­
gina “México acumula 346 mil desplazados internos: CMDPDH”, disponible en: https://piede­
pagina.mx/mexico­acumula­346­mil­desplazados­internos/ 

4 Análisis propio con base en los datos presentados y desglosados por el Observatorio Nacional 
Ciudadano de Seguridad, Justicia y Legalidad, con cifras del Secretariado Nacional de Seguri­
dad Pública, disponibles en Observatorio Interactivo de incidencia delictiva (onc.org.mx)

5 A través de diversos testimonios, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos da cuenta 
de cómo la economía, la seguridad, e incluso las escuelas dentro de los municipios, estaban 
regidos por la interacción con los grupos armados. Además, señaló que en algunas familias, 
era posible que algún miembro perteneciera a los distintos grupos, así como distintos casos 
de víctimas–victimarios, como los niños soldados que fueron entrevistados. V. CNDH, Informe 
especial sobre los grupos de autodefensa en el estado de Michoacán y las violaciones a los 
derechos humanos relacionadas con el conflicto. Disponible en 2016_IE_gruposautodefensa.
pdf (cndh.org.mx)

https://indicadores.sintortura.org/estadisticas?indicador=5d2e34da1cf9946518e32e77&periodo=0&rubro=5d2e34d8e0d76664f3cc608b
https://indicadores.sintortura.org/estadisticas?indicador=5d2e34da1cf9946518e32e77&periodo=0&rubro=5d2e34d8e0d76664f3cc608b
https://indicadores.sintortura.org/estadisticas?indicador=5d2e34da1cf9946518e32e77&periodo=0&rubro=5d2e34d8e0d76664f3cc608b
https://piedepagina.mx/mexico-acumula-346-mil-desplazados-internos/
https://piedepagina.mx/mexico-acumula-346-mil-desplazados-internos/
https://delitosmexico.onc.org.mx/tendencia?unit=folders&indicator=researchFolders&group=month&crime=1100&state=0&domain=
https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/2016_IE_gruposautodefensa.pdf
https://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/2016_IE_gruposautodefensa.pdf
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políticas públicas que busquen garantizar el ejercicio de los derechos al 
acceso a la justicia y la reparación. ¿Se cuenta con los recursos económicos 
y presupuestales, tecnológicos y humanos suficientes para atender los cien­
tos de casos de violaciones graves que existen en contextos como el mexi­
cano? Diversos reportajes e investigaciones periodísticas han realizado 
estimaciones al respecto; algunas encontraron, por ejemplo, que si parti­
mos de los homicidios cometidos entre 2010 y 2016, el sistema de inves­
tigación y procuración de justicia mexicano tardaría mas de 124 años en 
lograr encontrar y sentenciar a las personas responsables.6 Por otro lado, 
si se tratara de identificar a las más de 52 000 personas fallecidas que se 
encuentran sin identificar, el Estado tardaría más de 120 años debido a que 
los servicios forenses son insuficientes.7

Hablar de este contexto es importante para realizar una introducción 
adecuada a los textos que surgieron a partir de la cuarta Cátedra de Dere­
chos Humanos, organizada por la Dirección de Derechos Humanos. En esa 
ocasión, se plantearon dos preguntas principales que anclaron la discu­
sión; primeramente, se cuestionó ¿qué políticas públicas en materia de 
acceso a la justicia y reparación debe implementar un Estado ante dos es­
cenarios que convergen, la masividad de casos y el hecho de que se tratan 
de violaciones graves a los derechos humanos? Seguido de esto, surgió la 
interrogante sobre ¿cómo podemos replantearnos el significado del acceso 
a la justicia y su implementación ante escenarios tan complejos como el 
mexicano?

6 Animal Político, “Esclarecer un Homicidio en México es una excepción y no la regla: tomaría 
124 años resolver los casos impunes, texto dentro del reportaje de investigación, Matar en 
México: impunidad garantizada,19 de junio de 2018. Disponible en «Esclarecer un homicidio 
en México es una excepción y no la regla: tomaría 124 años resolver los casos impunes (ani­
malpolitico.com)»

7 Nochebuena, Marcela, “Crisis forense: sin banco de datos ni coordinación, México tardará 120 
años en identificar 52 mil cuerpos, más los que se sumen”, Animal Político, 20 de abril de 2022. 
Disponible en «https://www.animalpolitico.com/2022/04/crisis­forense­120­anos­para­ 
identificar­52­cuerpos­o­mas» 

https://www.animalpolitico.com/muertos-mexico-homicidios-impunidad/homicidios-impunes-mexico.php
https://www.animalpolitico.com/muertos-mexico-homicidios-impunidad/homicidios-impunes-mexico.php
https://www.animalpolitico.com/muertos-mexico-homicidios-impunidad/homicidios-impunes-mexico.php
https://www.animalpolitico.com/2022/04/crisis-forense-120-anos-para-identificar-52-cuerpos-o-mas
https://www.animalpolitico.com/2022/04/crisis-forense-120-anos-para-identificar-52-cuerpos-o-mas
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Las personas lectoras podrán encontrar posibles respuestas desde la 

experiencia comparada de Colombia, país que después de 50 años de con­

flicto firmó un acuerdo de paz y se encuentra implementando un proceso 

de justicia transicional que busca atender y garantizar los derechos a la 

verdad, la memoria, la justicia, la reparación y las garantías de no repeti­

ción de los miles de víctimas de violaciones graves a los derechos huma­

nos en ese país. Por otro lado, podrán encontrar una crítica a la justicia 

neoliberal, impulsada por el mismo movimien to de derechos humanos; y 

que ha permitido que las víctimas, sus historias y su derecho al acceso a la 

justicia y a la reparación sean invisibilizados en las cifras que conforman 

esta masividad de casos.

En lo relativo al proceso de justicia transicional en Colombia, podrán 

encontrar el texto de Oscar Parra, quien cuenta con una amplia experiencia 

y producción bibliográfica en el sistema interamericano de derechos hu­

manos, así como en las materias de justicia transicional, derecho penal 

internacional y el combate a la impunidad. Desde su labor como magis­

trado de Sala en la Jurisdicción Especial para la Paz en Colombia —un tri­

bunal especializado y que forma parte del proceso de justicia transicional 

en ese país—, nos ofrece una visión crítica sobre el funcionamien to de los 

mecanismos de justicia transicional cuando hay conflictos sociales de 

por medio.

El autor nos comparte cuáles han sido algunos de los desafíos del 

proceso de justicia transicional, a través de los cuáles podemos obtener 

una mirada crítica a la Jurisdicción Especial para la Paz para entenderla 

como un nuevo modelo de justicia. Antes de adentrarnos a algunos de los 

principales puntos expuestos por él, es necesario explicar a las y los lec­

tores brevemente qué es la justicia transicional y la importancia de la 

labor que Oscar realiza como magistrado de este importante y novedoso 

tribunal.
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La justicia transicional es la serie de procesos y mecanismos por me­

dio de los cuales los países y sociedades que han atravesado un pasado 

atroz —en los cuales existe una masividad de víctimas de violaciones gra­

ves a los derechos humanos, delitos de lesa humanidad y crímenes de 

guerra— buscan garantizar a las víctimas los derechos a la verdad, la me­

moria, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición.8 Estos pro­

cesos han sido aplicados tradicionalmente en Estados que recién salen de 

una dictadura o de un conflicto armado, internacional o interno. No obs­

tante, hoy se comienzan a analizar como una apuesta a contextos de vio­

lencias que aun no encuadran en una definición específica, como el caso 

mexicano, o incluso para resolver abusos de un pasado lejano, como los 

legados de las colonias europeas en Canadá o diversos países en África.

En el caso colombiano, el proceso de justicia transicional ha tomado 

más de una década; sin embargo, la fase más conocida se ha desarro­

llado a partir de la firma de los acuerdos de paz entre las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia —FARC— que es uno de los grupos arma­

dos involucrados en el conflicto, y el gobierno nacional. A través de dichos 

acuerdos se conformó un Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 

y Garantías de no repetición.9 Este sistema creo algunos nuevos mecanis­

mos entre los que se encuentran: una comisión para el esclarecimien to de 

la verdad; una unidad de búsqueda de personas desaparecidas; y la Juris­

8 La Organización de las Naciones Unidas, a través del Informe del Secretario General sobre el 
estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que sufren o han sufrido con­
flictos (S/2004/616), define a la justicia transicional como “la variedad de procesos y mecanis­
mos asociados con los intentos de una sociedad por resolver los problemas derivados de un 
pasado de abusos a gran escala, a fin de que los responsables rindan cuentas de sus actos, 
servir a la justicia y lograr la reconciliación”.

9 El Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Du­
radera en Bogotá se firmo en La Habana, Cuba, el 24 de noviembre de 2016. La información 
sobre la historia del proceso de justicia transicional colombiano se puede consultar en la si­
guiente página oficial https://www.minjusticia.gov.co/programas/justicia­transicional/
marco­juridico­para­paz 

https://www.minjusticia.gov.co/programas/justicia-transicional/marco-juridico-para-paz
https://www.minjusticia.gov.co/programas/justicia-transicional/marco-juridico-para-paz
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dicción Especial para la Paz. Esta última instancia es el componente judicial 

del proceso colombiano y tiene el objetivo de investigar, juzgar y sancionar 

los hechos y conductas cometidas durante el conflicto o aquellas que tengan 

relación directa con él. A su vez, es la encargada de juzgar a las partes, 

excom batientes de las FARC, las personas pertenecientes a las institucio­

nes de seguridad colombiana, a los agentes del Estado que no pertenecían 

a estas instituciones y a terceros civiles.

Las y los lectores podrán disfrutar de las experiencias y aprendizajes 

que se han acumulado desde la Jurisdicción Especial para La Paz; un espa­

cio donde la sociedad colombiana se dio la oportunidad de repensar la 

noción de justicia y analizar cómo podrían construirla a partir del contexto 

de conflicto. Entre estas lecciones, se encuentra que dicha instancia se 

construyó a partir de ejercicios previos de conformación de sistemas de 

justicia, así como de un largo proceso que culminó en un acuerdo de paz; 

pero que necesitó del seguimien to y apego a las normas y organismos in­

ternacionales, especialmente de la Corte Penal Internacional, donde el 

monitoreo de este proceso ha sido fundamental para su impulso. También 

fue necesaria la priorización y construcción de casos de macro criminali­

dad, en donde se requirió superar las circunstancias de modo, tiempo y 

lugar para concentrarse en demostrar patrones de criminalidad. Además de 

ocuparse de perseguir a los mas altos responsables, y lograr la reparación 

entendida como un proceso de restauración con tres características princi­

pales: la restauración, el reconocimien to de responsabilidad y la reins­

tauración de las personas perpetradoras. El castigo y la reparación son una 

construcción, por lo que no se conciben únicamente como una sentencia 

privativa de la libertad y una indemnización. Sin duda podremos aprender 

de estos ejercicios para el caso mexicano y para el resto de la región.

Por otro lado, Ariadna Estévez expuso acerca de la postura crítica del 

entendimien to de los derechos humanos y el movimien to que le ha 
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acompañado desde la teoría de la justicia neoliberal. Ella es doctora en 

Relaciones Internacionales y profesora de la Facultad de Ciencias Políticas 

y Sociales de la Universidad Nacional Autónoma de México. Ariadna se ha 

enfocado en realizar estudios críticos del derecho, los derechos humanos 

y la violencia criminal. Desde una perspectiva foucaultiana, ha analizado 

los diferentes esfuerzos para atender a las víctimas de la violencia como 

una gestión del sufrimien to que permite contener la movilización social. 

De igual manera, ha presentado posturas críticas respecto de la reparación 

económica del daño.

Para poder dar paso a la conversación con Ariadna, me parece impor­

tante recordar que ella toma como punto de partida el entendimien to del 

filósofo francés Michel Foucault; para quien el derecho y los sistemas jurí­

dicos, más que combatir al sistema de opresión o violencias y buscar 

investigar y castigarles, es la misma continuación de esta violencia por 

otros medios. Es justamente a partir de aquí, que podemos entender al 

derecho —y por ende al movimien to de derechos humanos— como una 

extensión del sistema que permite que la opresión de las personas perma­

nezca, como señala Ariadna, buscando controlar las crisis institucionales y 

sociales mediante la gestión de la tragedia.

Algunas de las ideas principales de la exposición de Ariadna son que 

las leyes en el neoliberalismo buscan regular y distribuir el delito, pero no 

erradicarlo. No existe una preocupación real por los perpetradores ni por 

las causas que generaron estas violencias. Este sistema o la justicia neoli­

beral, funciona o gestiona los delitos en cifras y datos, lo que permite mini­

mizar su impacto real sobre la vida de las personas. Además, permite que 

se cree y arraigue la necropolítica; esto es, poner atención únicamente en 

las cifras, ha permitido que no nos detengamos a reflexionar en sus actores 

—estatales, criminales e híbridos— y las dinámicas de la violencia. Lo ante­

rior permite que dicha violencia prolifere y sea utilizada para fortalecer la 
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economía legal e ilegal del Estado, convirtiéndose, así, en un Estado que 

administra la muerte y el sufrimien to.

Un ejemplo es la atención especial que se da a los casos emblemá­

ticos de violaciones graves a los derechos humanos, en donde el Estado 

aparentemente realiza acciones para investigar y sancionar a los responsa­

bles, dar una reparación estandarizada y pecuniaria a las víctimas de la 

violencia, y en donde aparentemente toma acciones para evitar que estos 

vuelvan a suceder. Sin embargo, este tipo de casos se han vuelto parte de 

nuestra cotidianidad, una realidad que ha permitido la normalización de la 

violencia, en donde, en lugar de ver las historias y a las víctimas, vemos 

únicamente números. En México existen miles de casos de ejecuciones extra­

judiciales, feminicidios o desapariciones que involucran a agentes estatales 

o a particulares. Un caso muy conocido fue el ocurrido con los 43 estudian­

tes de Ayotzinapa, en donde el Gobierno de México incluso conformó me­

canismos utilizados en contextos transicionales. Esto, con el objetivo de 

buscar garantizar el derecho a la verdad. El resto de las cien mil personas 

desaparecidas, sus historias y el sufrimien to de sus familias no se conocen, 

no nos movilizan como sociedad para poder garantizarles sus derechos a 

conocer la verdad, a obtener justicia y una reparación adecuada, y promo­

ver los cambios para garantizar que no vuelvan a suceder.

Pareciera que existe una tensión entre la respuesta que se podría ob­

tener a través de implementar mecanismos de justicia transicional y la 

postura y experiencia que proporciona Oscar. Esto se debe a que, ante 

la masividad de casos y su gravedad, ante la falta de voluntad política y la 

imposibilidad económica, técnica y de capacidades humanas, se reconoce 

que ya no es posible atender caso por caso. Por lo tanto, resurgen constan­

tes las preguntas de ¿qué entendemos por justicia? ¿Ante la imposibilidad 

de ir caso por caso podrían las víctimas estar satisfechas con mecanismos 

extraordinarios y que lleven una priorización e investigación de macro 
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casos? ¿Con qué elementos sentirían las víctimas que han sido reparadas 
después del daño y la revictimización por parte de los Estados?

Las respuestas las tendremos que buscar y construir de la mano de 
las personas que han sufrido las violencias. Y, aunque pareciera que nos 
encontramos frente a posiciones encontradas, esperamos que las y los lec­
tores puedan encontrar que estas dos posturas no entran en conflicto, sino 
que nos invitan a reflexionar y a buscar un balance. De esta forma, en un 
país como México, donde existen capacidades y recursos muy limitados y 
lamentablemente casos de violaciones graves a los derechos humanos 
que se acumulan y permanecen en la impunidad, podamos volver a cons­
truir un sistema que busque satisfacer a las víctimas, rescatar sus historias, 
y garantizarles el acceso a la verdad, la justicia, la reparación. Este tipo de 
sesiones permite seguir conversando sobre los medios para que busquemos, 
como sociedad, que estas atrocidades no se vuelvan a cometer jamás.



Oscar Parra 

JUSTICIA TRANSICIONAL

Maestro en Criminología y Derecho Penal por la 
Universidad de Oxford. Ha trabajado en la Corte 
Constitucional de Colombia, el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 

Los límites del derecho y la necesidad de nuevos 
mecanismos para la transición

Los aprendizajes y experiencias de procesos de justicia transicional en 
todo el mundo han demostrado que no se podrían satisfacer  

todas las expectativas de justicia para las víctimas en los órganos 
judiciales ni en los procesos penales tradicionales. Si bien es necesario  

el establecimiento de mecanismos para garantizar el derecho de  
acceso a la justicia por medio de instancias judiciales, es fundamental  

su complementariedad con otros instrumentos, como comisiones  
de la verdad, instituciones encargadas de la búsqueda de personas 

desaparecidas o programas administrativos de reparación integral, con el 
fin de alcanzar efectivamente la paz, la democracia y la reconciliación.

Derechos Humanos. Actualmente se desempeña como 
magistrado de Sala en la Jurisdicción Especial para la 
Paz en Colombia.

La justicia restaurativa en procesos de 
justicia transicional

La justicia transicional surge como una respuesta frente a la 
exigencia de las víctimas y de la sociedad para transitar a un 
periodo de paz después de una situación de conflictividad, 
generada por un conflicto armado o por la comisión masiva  
y sistemática de graves violaciones a los derechos humanos o 
de crímenes de lesa humanidad. En este contexto, la  
justicia restaurativa se enmarca en los procesos de justicia 
transicional y prioriza, no la persecución y sanción penal 
individual, sino la búsqueda de soluciones a procesos 
colectivos que pongan en el centro a las víctimas y su 
derecho a la verdad, la reparación integral y la justicia, así 
como procesos de reconciliación entre la sociedad.

La justicia internacional y los procesos de transición

La actuación de la justicia internacional puede beneficiar a los procesos 
de transición en el interior de los países, ya sea a través de sentencias 
(como en el caso de la Corte Interamericana de Derechos Humanos)  
o del apoyo técnico a los órganos del Estado y a las organizaciones  
de la sociedad civil (por ejemplo, por medio de la apertura de  
exámenes preliminares por parte de la Fiscalía de la Corte Penal 
Internacional). Dicha participación y la posibilidad de una condena  
para los Estados contribuye a desincentivar mecanismos que puedan 
abonar a la impunidad, como las amnistías generalizadas.
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JUSTICIA NEOLIBERAL Y LA NECROPOLÍTICA

Doctora en Relaciones Internacionales con mención 
en Derechos Humanos por la Universidad de Sussex, 
Inglaterra. Actualmente es investigadora del Centro de 

Investigación sobre América del Norte de la UNAM, 
donde cocoordina el Seminario Institucional de Estu­
dios Críticos del Derecho y Migraciones.

El discurso de los derechos humanos

Los derechos humanos son un significante vacío: una 
construcción lingüística y un saber político-legal cuyos 
valores e instrumentos son intertextuales y pueden ser 
reinterpretados, ya sea desde el activismo por las luchas 
sociales, ya sea por los poderes dominantes. Dado que los 
derechos humanos son una formación discursiva, sus 
objetos, sujetos, conceptos y estrategias nunca están fijos  
ni determinados, sino en construcción constante, cambiando 
de acuerdo con el contexto histórico y político.

Dispositivo de administración del sufrimiento y 
la lucha de contraconducta

La burocratización de los derechos humanos y los procedimientos 
para acceder a la verdad y a la reparación no tienen como fin lograr 
la justicia, sino que se articulan como dispositivos de administración 
del sufrimiento: el Estado concibe a las víctimas como sujetos 
pasivos, quienes se ven insertos en estos dispositivos, en los que 
tienen que “esperar pacientemente” el acceso a la justicia por 
medio de las instituciones.

En este sentido, es necesaria una lucha de contraconducta: retomar el 
antagonismo frente al Estado a través de mecanismos democráticos, 
con el fin de llevar el reconocimiento de nuevas demandas del 
movimiento por los derechos de las víctimas.

Los derechos humanos  
como una gramática en disputa

Los derechos humanos tienen una característica doble:

Por un lado, por medio de un discurso empoderador, tienen la 
capacidad de empoderar a los sujetos sociales, ya que, a través  

de la dimensión política y jurídica de los derechos humanos, 
obtienen la argumentación necesaria para la legitimación  

de demandas sociales que podrían interpretarse como  
revolucionarias, como las que combaten el modelo neoliberal.

Por el otro, operan como un discurso de dominación, cuando el 
aparato estatal copta este discurso por medio de su tecnificación e 

institucionalización, contrarrestando su dimensión política y subversiva.
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Intervenciones 

Oscar Parra sobre  
la justicia transicional

En esta cátedra yo quiero hablar de algunos desafíos de justicia tran­

sicional que permiten entender las particularidades de la Jurisdicción 

Especial para la Paz en Colombia, para entenderla como un nuevo modelo 

de justicia, sus particularidades, sus alcances, sus límites. Yo soy magis­

trado de esa Jurisdicción Especial para la Paz y voy directamente al punto, 

y después profundizaré en las diversas preguntas de algunos de los grandes 

temas, pero quiero referirme a seis grandes ideas en este apartado.

Primero: lo que está detrás es tomar lecciones aprendidas de muchos 

escenarios de intervención de la justicia ordinaria en el pasado, pero cons­

truir una justicia derivada de acuerdos de paz. Esa es una característica 

central, es un punto de partida. Colombia llevaba (y lleva, porque actual­

mente se van a impulsar más procesos de paz) más de 40 años en debate 

sobre negociaciones de paz, y en esta última época surge esa pregunta sobre 

cómo sería esa justicia derivada de acuerdos políticos de paz, donde se 

reflejen algunos componentes de esos acuerdos. ¿Cómo se refleja eso? 

Ya lo voy a ir explicando más adelante. Pero, por ejemplo, uno de los com­

ponentes es cómo se regulan algunos crímenes que puedan ser objeto de 

amnistía, por ejemplo, y cómo entender cuáles son aquellos crímenes no 
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amnistiables que tendrán que ser juzgados. Eso es parte del componente 

de esta nueva justicia. Entonces somos un tribunal conformado por 38 ma­

gistrados. Algunas de mis colegas son magistradas indígenas, son magis­

tradas y magistrados afrodescendientes; también había un modelo de 

selección distinto: la mayoría mi corporación es[tá] conformada por muje­

res. Son componentes que van visibilizando una nueva forma de construir 

el esquema de justicia.

Segunda idea. Es un esquema que trata de responder al monitoreo 

internacional de la Corte Penal Internacional y al Sistema Interamericano. 

El rol también del sistema internacional es estar dialogando permanente­

mente con los desarrollos del sistema internacional. Tomamos referentes 

de la forma de trabajo de la Corte Penal Internacional para procesar estos 

crímenes y referentes del Sistema Interamericano, particularmente las con­

denas que se habían hecho contra Colombia en varios de los casos. El año 

pasado la Corte Penal Internacional cerró el examen preliminar frente a 

Colombia, y lo cierra en parte constatando que hemos tomado algunos de 

los elementos de metodologías de trabajo de la Corte Penal Internacional. 

Frente al Sistema Interamericano, seguimos en diálogos en varios casos 

que están actualmente en trámite, pero esa influencia internacional es clave 

para entender este nuevo modelo de justicia.

Tercera idea. Es una jurisdicción que es una instancia de justicia tran­

sicional. Eso tiene algunas particularidades. Cuando hablamos de justicia 

transicional nos referimos a, entre otros componentes —y es un campo en 

dispu ta— violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos y 

cómo enfrentarlas, tanto en el presente o desde una visión de la transición. 

En el caso colombiano —a partir de informes que ha hecho el Centro 

Nacional de Memoria Histórica y el más reciente informe de la Comisión 

de Esclarecimien to de la Verdad—, estamos hablando de más de cien mil 
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desapariciones forzadas. Respecto a ejecuciones extrajudiciales, yo soy re­

lator de un caso donde en una misma cuerda procesal estamos analizando 

por lo menos 6 402 ejecuciones extrajudiciales. Entonces estamos hablan­

do de masividad de casos que no podemos analizar hecho a hecho. Por 

eso hay una cuarta idea que quería mencionar: de aprendizajes de proce­

sos de justicia transicional en los que hemos estado en Colombia en los 

últimos 20 años, particularmente en procesos previos de justicia y paz que 

se habían hecho en otras desmovilizaciones en el pasado. ¿Cuáles eran las 

principales lecciones que habían dejado esos modelos de justicia? Que el 

enfoque tenía que ser de investigación de macrocriminalidad, superando 

el análisis hecho a hecho, tratando de plantear investigaciones de crimina­

lidad de sistema, tratar de desvertebrar las estructuras y los aparatos de­

trás de esta criminalidad masiva. Y por eso fue fundamental determinar 

que era necesaria una priorización, una estrategia de investigación para 

hacer. Entonces nosotros hemos, en estos cinco años, priorizado unos 

macro casos; y después, dentro de esos macrocasos, hemos construido 

una priorización interna para establecer un orden para juzgar miles de 

hechos.

Por ejemplo, en Colombia una de nuestras primeras decisiones de 

impu tación fue sobre veinticuatro mil secuestros que se habían cometido 

en cerca de 20 años. Entonces tocaba determinar cómo se iba a empezar a 

investigar, no uno a uno cada secuestro, sino el aparato detrás, y qué pe­

riodos de tiempo y qué priorizaciones y qué hechos ilustrativos y qué 

patrones, con el objetivo de develar las más altas responsabilidades. Por 

ejemplo, en el caso de los militares, llegó a condenas de soldados y subo­

ficiales, y en el caso de guerrilleros habían avanzado procesos, pero en 

ausencia de los procesados. Entonces había que construir una estrategia 

dirigida a las más altas responsabilidades, pero hacerlo sin revictimizar 

más a las víctimas en el procedimien to y tratando de encontrar algunos 

caminos para la reparación y el diagnóstico del daño.
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Tratando de enfrentar esas expectativas masivas de miles de vícti­

mas, lo que proponen los acuerdos de paz del 2016 en Colombia es crear 

un sistema integral que reconoce los límites del proceso judicial, pero que 

también reconoce sus potencialidades. Una primera idea era que no es 

posible sobrecargarle al Poder Judicial todas las expectativas de las vícti­

mas. Entonces se crea un sistema donde la Jurisdicción Especial para la 

Paz, a la que yo pertenezco, es el eje judicial, pero está acompañado por 

una Comisión de Esclarecimien to de la Verdad, con mecanismos extraju­

diciales; una Unidad de Búsqueda de Personas Dadas por Desapareci­

das, que es también un mecanismo judicial y un sistema administrativo de 

reparaciones que trata de complementar modelos de reparación judicial 

que se venían desarrollando; y estrategias de garantías de no repetición que 

tienen que ser impulsadas desde los diversos poderes públicos del Estado. 

Y allí se crean entonces unos esquemas para el trabajo de la Jurisdicción 

Especial para la Paz.

Ahora, entro muy brevemente a unas particularidades que tiene y con 

esto finalizo. La Jurisdicción Especial para la Paz crea incentivos de justicia 

transicional a partir de los cuales las personas que se someten a este siste­

ma y contribuyen con toda la verdad y tienen voluntad de restauración y 

reparación pueden eludir una sanción carcelaria y someterse a una san­

ción restaurativa. ¿Por qué se da este paso? En parte por la primera idea 

que planteaba: esto es fruto de unos acuerdos de paz; y en el marco de 

esos acuerdos de paz, ¿qué se dijo? Que ya no es viable una amnistía para 

crímenes internacionales porque lo prohíbe el derecho internacional, lo 

prohíbe la jurisprudencia interamericana, lo prohíbe la Corte Penal Interna­

cional; pero con lo que tiene que responder el Estado es [con] un juicio con 

debida diligencia, investigación, juicio y sanción de las máximas responsa­

bilidades. Entonces, la idea es armar un procedimien to que responda a 

ello; y este año, después de cuatro años de trabajo, fuimos avanzando en 

determinar un método para desarrollar estos procedimien tos particulares. 
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Entonces, primero priorizamos macrocasos (un macro caso en secuestro, 

un macrocaso en ejecuciones extrajudiciales, un macrocaso en reclu­

tamien to forzado) y casos territoriales en aquellas zonas donde el Estado 

había sido particularmente ausente en el modelo de justicia y donde las 

victimizaciones tienen particular impacto desproporcionado (en los pue­

blos étnicos, por ejemplo). Y allí entran debates de interseccionalidad a los 

que me voy a referir quizás en las preguntas.

Reunimos entonces muchos de los hechos y finalizo con una breve 

explicación del modelo restaurativo. Lo primero que había que hacer era 

entregar voz a las víctimas que no habían sido escuchadas en la justicia 

ordinaria. Recibimos más de setecientos informes de las víctimas en cua­

tro años. Muchas víctimas dijeron “Se había investigado antes mi secuestro, 

pero a mí jamás me había escuchado un juez sobre la forma como eso 

destruyó mi familia”; y al acumular muchos de esos relatos, trasladamos 

esas voces sobre los daños a los victimarios. Y lo que debo decir como una 

de las principales conclusiones o balance de estos cuatro años es que esa 

voz de las víctimas transformó la visión de los victimarios sobre el alcance 

de lo que habían hecho, y la voz de las víctimas construyó una ruta que ha 

permitido algunos escenarios de restauración. ¿Por qué? Porque avanza­

mos por procesos separados con las víctimas y con los victimarios para 

tratar de encontrar un punto de encuentro si era viable. Aquí estamos 

hablan do de víctimas de masacres, víctimas de desapariciones forzadas 

dialogando con sus victimarios sobre por qué ocurrieron esos crímenes y 

cuál podría ser el camino para repararlos. Ese fue uno de los primeros pa­

sos que hemos dado en estos primeros cuatro años. Y empezamos escu­

chando primero a las víctimas, pero después escuchando a los victimarios, 

transformando la visión de cómo entenderlos respecto a lo siguiente, por 

ejemplo, preguntarles: ¿cuándo fue la primera vez de su involucramien to 

con el ejercicio de violencia?
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Con cinco o diez años de carrera militar, ¿por qué un militar decide 

participar en un asesinato? ¿Qué era lo que estaba detrás, cuando se per­

vierte el ejercicio del poder público? Y después escuchamos a las víctimas 

hablando sobre esos testimonios de los victimarios y empezamos con una 

determinación de los patrones asociados a estos hechos, unas determina­

ciones de los daños, pero en sentido de macrodaños que cobijaban estos 

veinticuatro mil secuestros o estos cientos de ejecuciones extrajudiciales.

Precisamos que eran crímenes internacionales, usamos el derecho 

penal internacional. Determinamos daños diferenciados de este tipo de 

criminalidad y allí usamos la interseccionalidad de los daños. Por ejemplo: 

una impu tación donde había mujeres indígenas —incluso algunas niñas— 

que habían sido objeto de ejecuciones extrajudiciales y lo que eso signifi­

caba para la comunidad. Y este año hicimos la primera audiencia de 

reconocimien to donde los victimarios, los comparecientes, reconocían 

esos daños ante las víctimas con las que habían empezado un diálogo 

hace cuatro años. Entonces, hemos construido un camino de justicia dife­

rente, que tiene desafíos, que ha tenido críticas —de eso hablaré más ade­

lante—, pero que nos ha permitido dar pasos que hace cuatro o cinco años 

parecían imposibles en estos encuentros restaurativos de las víctimas y 

los responsables de graves violaciones de derechos humanos.

Me parece central resaltar estos puntos de llegada. Primero, respecto 

al nuevo modelo de justicia, quiero resaltar el valor de determinar patro­

nes de macrocriminalidad a partir de análisis de contexto. Eso es muy im­

portante porque la justicia ordinaria, en el pasado, había investigado estos 

crímenes en una forma dispersa, sin tratar de unirlos en una misma cuerda 

procesal. Entonces, en secuestro hicimos una primera impu tación que co­

bija más de veinte mil hechos de secuestro, con más de tres mil víctimas 

acreditadas participando en el proceso judicial (y eso genera otro debate 

sobre cuál es el alcance de la participación de las víctimas, si estamos 
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hablando de miles de víctimas participando en procesos judiciales, o sea, 

cómo la justicia podría administrar eso).

En el componente del daño, lo que quiero resaltar es que también nos 

demoramos cuatro años en debates metodológicos sobre cómo determi­

nar los daños; y aquí hay varias visiones sobre cómo determinar esos da­

ños. Las organizaciones de víctimas tenían una visión, algunos equipos 

psicosociales que nos acompañaron tenían otras visiones y la Judicatura 

determinó unas visiones también de cierre, pero concentradas en daños 

que pudieran ser representativos del daño colectivo que se fue generando 

ante los desafíos de hacer determinaciones de daños individualizados. Pero 

allí entonces encontramos algunas rutas para ilustrar estos patrones de 

macrocriminalidad.

En las audiencias de reconocimien to que hemos hecho, después de 

ese trabajo separado con víctimas y separado con victimarios, después 

de preparaciones privadas de los encuentros restaurativos, pudimos dar 

un paso a momentos públicos de diálogo entre las víctimas y los victima­

rios mediados por la intervención judicial. La Comisión de la Verdad había 

impulsado algunos reconocimien tos que no tenían carácter judicial, pero 

aquí el debate ha sido cómo encontrar ese canal de justicia restaurativa.

Y esto me permite cerrar con estos componentes de la justicia restau­

rativa que quiero resaltar:

w Primero, aquí el rol de la comunidad es clave. Generalmente en 

muchos de los procesos no se pensaba en qué va a pasar con la 

comunidad después de la intervención. Estas audiencias han 

sido un referente para involucrar a las comunidades; hemos em­

pezado a hacer audiencias de reconocimien to en los territorios 

donde ocurrieron los hechos tratando de pensar cuáles son las 
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formas restaurativas con las cuales los responsables pueden re­

parar los daños comunitarios.

w En segundo lugar, la idea es ver que en esta función restaurativa 

tiene un rol la visión de reintegración del victimario; entonces, 

si bien cometieron crímenes internacionales, la gran pregunta es 

¿qué camino pueden llevar para reintegrarse nuevamente en su 

comunidad? Y el primer paso es el reconocimien to profundo de 

los patrones de macrocriminalidad y de los daños que habíamos 

determinado. Por eso el rol de la determinación del daño es clave 

para que ese reconocimien to se pueda dar, y ese reconocimien to 

va a ser el paso para la restauración y la reintegración. Actual­

mente estamos impulsando diálogos entre víctimas y respon­

sables, sobre cómo reparar esos daños, cómo lo plantean las 

víctimas, qué quisieran las víctimas. Y esos son los pasos que 

iremos dando hacia el futuro.

Ariadna Estévez sobre la  
justicia neoliberal y la necropolítica

Me gustaría tocar estos puntos, que planteo como objetivos de la presen­

tación. Primero es hablar de dónde parto: mi enfoque es foucaulteano, 

de Michel Foucault, y retomo, a través de gente que estudia el derecho desde 

la perspectiva foucaulteana, la idea de la justicia neoliberal. Después pre­

sentaré lo que sería el rol de los derechos humanos en la justicia neoliberal 

y después de esto, como contexto de cómo es que creo que opera en gene­

ral el andamiaje del Poder Judicial, hablaría de cuál es la situación de los 

derechos humanos en la justicia neoliberal necropolítica, que es como la 

perspectiva en la que yo me he enfocado en los últimos años. Tengo mu­

chos años analizando derechos humanos y tratando de hacer teorizacio­

nes más abiertas, más incluyentes y últimamente me he metido más en la 
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crítica de la inoperancia de los derechos humanos en los contextos de ne­

cropolítica, que es un poco lo que Oscar denomina macrocriminalidad, 

pero en una perspectiva poscolonial es lo que entenderíamos como necro-

política. Y finalmente hablaría de la gubernamentalidad necropolítica de la 

reparación del daño, porque este es el tema, desde un concepto con el que 

he estado trabajando, que es la administración del sufrimien to.

Para empezar, la justicia neoliberal. Y parto de Pat O’Malley; ella retoma 

el análisis de Foucault sobre el rol de la ley en el neoliberalismo. El neolibe­

ralismo en Foucault no es nada más una crítica vacía, sino que es un análi­

sis histórico de cómo ha ido evolucionando de ser un discurso de política 

económica a un discurso que es básicamente manipulador de ciertos pro­

cesos económicos y políticos, para beneficiar ciertos grupos y establecer 

un statu quo racista. Entonces, en Foucault la ley es una serie de normas 

que regulan y distribuyen el delito sin fines de erradicar, es decir, son nor­

mas, no son necesariamente ni derecho ni procedimien tos propiamente 

dicho[s]; todo es normado en términos de regularizar.

La justicia neoliberal está más preocupada por los delitos que por los 

perpetradores, y esto se me hace básico en el análisis de reparación del 

daño, porque a veces ya no existen los delitos individuales —los casos indi­

viduales—, sino que se ve todo como en masa. En países como México, 

donde tenemos más de cien mil desaparecidos, la justicia individual a veces 

es completamente ignorada y se pone en volumen, como una masa de 

muerte. Y los perpetradores se convierten tan solo en uno de los elementos 

de la ley y sus efectos, es decir, no es fundamental encontrar al culpable, 

sino que es como un elemento más dentro de otros. La ley en el neolibera­

lismo tiene como fin influir en la distribución de conductas delictivas a 

través de indicadores, tasas y volúmenes que permiten minimizar su im­

pacto. Es decir, la justicia se imparte a través de la manufactura de una se­

rie de estadísticas, números, indicadores… y esto lo vemos en las series de 



Cátedra de Derechos Humanos: 
reflexiones contemporáneas sobre la persona y su sociedad  32

bases de datos, en instituciones que son muchas veces de contaduría de 

muertos, en vez de instituciones que ayuden a procurar justicia.

Y los fines de la justicia neoliberal desplazan el fin de la justicia legal, 

basada en la ética y la moral, e[n] castigo a los culpables y conocimien to 

de la verdad, así como [en] sus instituciones, su sistema judicial y sus cor­

tes. Con esto no me refiero a que esté pensando en una justicia que sea 

necesariamente punitiva. Lo que pasa es que la justicia neoliberal no se 

ocupa de una justicia diferente, sino que la hace monetaria; surgen institu­

ciones de justicia no jurisdiccional enfocada en sanciones pecuniarias 

que no llevan a los culpables a la cárcel. Esa es la estructura de la justicia 

neoliberal: se enfoca en traducir la ofensa en valores monetarios. Me viene 

a la memoria una estudiante que tuve en la maestría de derechos huma­

nos de Flacso que es colombiana, y ella estaba muy preocupada a veces 

porque la gente llegaba en términos de búsqueda de reparación del daño 

y decía “Vengo a que me paguen a mi papá, a mi hermano, porque me 

los mataron, me los desaparecieron, etcétera”. Entonces esta es la base de 

la justicia neoliberal: traducir la ofensa o el daño en valores monetarios 

y establecer una especie de precio a la vida, regularmente.

¿Cuál es el papel específico de los derechos humanos en la justicia 

neoliberal? Últimamente encontré el trabajo de Bal Sokhi­Bulley, que dice 

que en la justicia neoliberal los derechos humanos se han convertido en 

instrumentos que articulan la justicia neoliberal a través de la estadística y 

datos que generan las instituciones no jurisdiccionales de derechos hu­

manos; es decir, los derechos humanos se vuelven ya no aquello que uno 

utiliza políticamente para reclamar justicia, sino una serie de indicadores 

en los que se puede[n] llevar a cabo ciertas cosas y las legitima. Por ejem­

plo: la idea en la migración o el asilo de expulsión de la gente. No es que 

esté mal deportarlos, expulsarlos o hacer [de] la migración un delito; lo 

que está mal es violar los derechos humanos. Entonces se ha vuelto como 
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una especie de discurso que legitima y hace humanitaria la violencia del 

derecho neoliberal. Este rol de los derechos humanos no solo perturba, 

sino que invierte la tradición moderna (que puede ser liberal o marxista) de 

los derechos humanos, que es establecer derechos contra el Estado y sus 

gobiernos, y esto yo creo que es fundamental. [En] las luchas clásicas de 

derechos humanos, post segunda guerra mundial —pensemos en todos 

los movimien tos por los desaparecidos en las dictaduras del Cono Sur o 

también la liberación política en el bloque socialista en Europa del este—, 

los derechos humanos eran una plataforma política, y esto se ha ido do­

mesticando. Primero se judicializó demasiado, se legalizó; después se volvió 

parte del aparato burocrático, y como parte del aparato burocrático ahora 

se utiliza para legitimar de pronto acciones que son en sí, y per se, violado­

ras de los derechos humanos.

La justicia y derechos neoliberales en contexto de necropolítica. La ne­

cropolítica es la política de la muerte; es una idea que trabajó un filósofo 

camerunés que se llama Achille Mbembe, y él dice que la proliferación de 

grupos privados entre los que se distribuye lo que antes era el monopolio 

de la fuerza del Estado crea una situación en la que se instrumentaliza a 

esos grupos para crear fines políticos determinados. Por ejemplo: las mi­

neras en las que los grupos criminales son directamente extractores o 

prestan sus servicios de violencia a empresas transnacionales. Entonces, 

yo retomo las ideas de O’Malley y de Shoki­Bulley para el análisis de justicia 

de reparación del daño donde hay un contexto de necropolítica. En México 

y en Latinoamérica en general (pienso en Colombia, Ecuador, Venezuela, y 

cada vez más el Cono Sur, donde hay cada vez más redes importantes de 

narcotráfico), la justicia neoliberal no solo es neoliberal, sino [que] es una 

justicia neoliberal en contextos de necropolítica, es decir, de administración 

de muerte masiva, o sea, no solamente un caso aquí y allá de ejecuciones 

extrajudiciales o de desaparición, sino que la muerte es masiva. De esta 

forma, afirmo que el rol de los derechos humanos en la justicia y la reparación 
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del daño en un contexto de violaciones graves es ser instrumentos para la 

administración de fenómenos relacionados con la muerte masiva, como 

el sufrimien to y la victimización. Y aquí es donde yo me he enfocado cuan­

do hablo del rol de los derechos humanos en la necropolítica: de pronto se 

utilizan para no evitar las causas (y es otra vez como el ejemplo que les 

ponía de la migración), no es para evitar las causas que generan muerte, 

no; sino cómo administramos toda esa muerte, cómo controlamos a los 

familiares de la gente desaparecida y muerta, cómo podemos hacer más 

fácil el conteo de los muertos que ya se nos ha escapado… Hay más de 

doscientos cincuenta mil o trescientos mil muertos en México (no ten[go] 

ahora el número exacto). Entonces ya no es cómo evitamos que siga mu­

riendo más gente, sino cómo podemos ampliar las morgues, cómo pode­

mos hacer más especialistas en criminología, en ciencias forenses; cómo 

hacemos bases de datos más efectivas para meter el ADN de toda la gente 

que está desaparecida. Y ahí es donde se centra la atención; y de pronto ya 

no es cómo hacemos para que no haya violencia, sino cómo hacemos para 

administrar sus efectos de mejor forma.

Aquí es donde yo veo la justicia y reparación del daño como adminis­

tración del sufrimien to. Yo esto lo estudié originalmente en los casos del 

mecanismo de protección a periodistas y la Comisión de Atención a Vícti­

mas, pero [ahora] creo que todo el dispositivo de administración del 

sufrimien to es muchísimo más grande y más abarcable. Mientras más sur­

jan instituciones (que parece que sí ayudan, porque tenemos entonces 

una base de datos enorme y un banco de ADN, etcétera), y eso está bien, 

por supuesto que está bien, porque de qué otra forma, cómo se va a encon­

trar a la gente que está desaparecida, pero no hay esfuerzos ni hay una 

política dirigida a eliminar las causas de violencia; es decir, la violencia, la 

muerte, se institucionaliza. Ya no es cómo hacemos para evitar que sigan 

desapareciendo y muriendo personas, sino (como esto ya se va a quedar) 
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cómo hacemos para que a largo plazo tengamos las instituciones que sean 
funcionales y eficientes para seguir contando muertos.

Entonces yo definí el dispositivo de administración del sufrimien to 
como el conjunto de necropolíticas públicas que construyen a víctimas y 
activistas contra la violencia en objetos de la burocracia con el fin de anular 
el potencial político y de transformación que surge del sufrimien to social. 
Este dispositivo opera a través de cuatro tecnologías que regulan sobre 
todo la agencia política. Desde la perspectiva foucaulteana y sus perspec­
tivas críticas o poscoloniales como la necropolítica, lo más importante es 
ver cómo el poder genera sujetos que pueden ser maleables o sujetos que 
pueden tener cierta libertad para expresarse.

El dispositivo de administración del sufrimien to opera de cuatro for­
mas. La primera es la subjetivación. Las necropolíticas públicas construyen 
dos tipos de sujetos: el sujeto activo, el de la participación ciudadana, que 
son los activistas (pienso en todos los colectivos de familiares que buscan 
a sus desaparecidos). Y este sujeto activo, en particular estos grupos, sí salen 
un poco de las garras del dispositivo. Pero hay otro sujeto, el sujeto pasivo, 
que es el sujeto de intervención para gestionar positivamente su sufrimien­
to y agencia política a través de canales de negociación; entonces se hacen 
las víctimas, se hacen los defensores. Son como categorías o nombres que 
se utilizan en toda la burocracia del dispositivo.

La otra característica del dispositivo es la positivización jurídica de la 
demanda política en una norma, pues ya no son leyes que generan justicia 
sino normas que regulan, que hacen procedimien tos, que hacen pasos, 
fases para supuestamente llegar a la justicia. Convierte la demanda políti­
ca en norma, en un código administrativo que evita imponer los términos 
de impartición de justicia y asigna los de operación de un instrumento que 
gestiona el sufrimien to a favor del Estado.
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La tercera es la complejidad interinstitucional. Ya no son las cortes, ya 
no son los procedimien tos que están dentro del sistema judicial, sino [que] 
está la Comisión de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobernación, 
pero está también alguien del Congreso, pero están también ciertas orga­
nizaciones de la sociedad civil; entonces se dispersan la responsabilidad y 
la jurisdicción. Hay una complejidad interinstitucional por la que hay que 
pasar para llegar a la justicia, y generalmente es una noria que mete a las 
víctimas en un bucle de no acabar.

Y el último es la fetichización de la justicia, que quiere decir que la 
justicia no va a llegar en la mayoría de los casos, si no es que en todos. 
El mecanismo la fetichiza en bienes materiales y la reproducción del dispo­
sitivo mismo. Las víctimas (o los activistas) no necesariamente se enfocan 
en ver que ya no se generen las condiciones de violencia, sino cómo está 
operando mal el dispositivo, cómo no les están pagando los viáticos, cómo 
no se está protegiendo. Entonces se distrae la atención a lo que es propia­
mente las causas de la violencia.

Sé que esto suena terrible. Sí tengo un par de sugerencias; yo creo que 
sí hay algunas alternativas de una justicia diferente.
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¿Cómo podría la justicia tradicional o la Jurisdicción Especial 

para la Paz tratar de prevenir —justamente pensando un poco 

en la exposición de Ariadna— que se invisibilicen estos casos? 

¿Cómo se dan las charlas entre la comunidad, las víctimas y 

los victimarios en un caso macrocriminal?

Oscar Parra

Yo creo que hay todo un desafío incluso en el campo donde yo me desem­

peño, pues yo he expuesto un pedazo de la Jurisdicción, pero realmente es 

una Jurisdicción con mucha complejidad para los actores que operan con 

varias salas, con varias secciones. En ocasiones el debate ha sido —y 

en Colombia se ha planteado en varios momentos— de cómo se han hi­

percomplejizado los diseños institucionales para responder a violaciones 

masivas y sistemáticas de derechos humanos.

En Colombia, por ejemplo, hemos consolidado el trabajo en cons­

trucción de indicadores, políticas públicas, etcétera, pero realmente la 

masividad de la criminalidad continúa en algunos componentes o los mo­

delos de negociación de paz e implementación de paz han sido incomple­

tos. Un poco el desafío actual es cómo lograr una consolidación de una 

paz total, o sea, donde se avanza en una paz pero que la convivencia con la 

Preguntas

Daniela Malpica
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violencia sociopolítica en algunas zonas se roba en muchos escenarios de 

transformación.

Pero dicho esto, entonces, el debate de prevención cómo lo estamos 

abordando. Yo creo que aquí es clave lo que pasó en justicia transicional 

colombiana, o por lo menos en el contexto de la JEP. Voy a hablar particu­

larmente del caso de ejecuciones extrajudiciales en el que yo he estado 

involucrado, donde tenemos un horizonte de 6 402 ejecuciones extrajudi­

ciales y hemos avanzado ya en 600 interrogatorios. Cuando surgieron estos 

incentivos donde algunas personas que tenían procesos judiciales ven la 

posibilidad de enfrentarlos en una libertad condicionada con programas 

de reparación, restauración, hubo un escenario en el cual empezó a surgir 

una información que nunca había llegado al Estado en los procesos judi­

ciales previos. Entonces, por ejemplo, cómo se daban ciertas dinámicas de 

presiones para obtener resultados en la guerra (y este es otro componente 

de necropolítica, digamos); parte de lo que estamos investigando en estas 

seis mil ejecuciones por parte del ejército es cómo en algún momento el 

cuerpo, las bajas, se volvieron la obsesión, el único resultado militar acep­

table. O sea, si había capturas, si había decomisos, si había resultados en 

inteligencia, no servía; lo que servía era el cuerpo, la baja. El conteo de 

cuerpos, entonces, era la estrategia para ganar la guerra en algún sector 

del ejército. ¿Dónde nosotros empezamos a documentar eso? En los patro­

nes de macrocriminalidad. ¿Por qué eso es importante para la prevención? 

Porque cuando han vuelto iniciativas relativamente similares, por ejemplo, 

para medir el éxito del ejército a partir de esas ideas del conteo de cuerpos 

o de la prevalencia de las bajas, entonces se ha podido decir: “No mire, es 

que ya se document[aron] las consecuencias que esto tiene en ciertos con­

textos”, y en ese sentido es una forma de prevenir ciertas estrategias de 

desarrollar una guerra o de enfrentar macrocriminalidad.



Repensar la justicia y la reparación del daño   
ante las violaciones a derechos humanos 39

Un segundo ejemplo es también la lógica del manejo perverso de 

incentivos, por ejemplo, por las bajas de personas que nunca salían a per­

misos militares, que no salían a permiso, se les daba el incentivo de salir a 

permiso solo si presentaban muertos, y solo si presentaban bajas como 

resultados de combates, de resultados operacionales; pero la administra­

ción masiva de esos incentivos perversos generó entonces la búsqueda de 

muertes a como diera lugar. Así nos lo han dicho en los testimonios. Esos 

testimonios, esos interrogatorios se están volviendo piezas públicas de 

discusión en Colombia, que están tratando de generar reformas también 

en la formación en las escuelas militares y en los cursos de ascenso militar. 

Y yo creo que eso ha sido también una forma de prevenir que algunos 

escenarios no se desarrollen en el futuro: el manejo de recompensas, el 

manejo de programas de redes de cooperantes y de informantes del ejér­

cito, cómo se tergiversaron en determinado momento. Yo creo que allí las 

garantías de no repetición son claves para prevenir.

Si bien hay unos riesgos en estos análisis de macrocriminalidad, y yo 

creo que pueden consolidar todos estos problemas de necropolítica que 

nos ha expuesto Ariadna, también hay un componente de visibilización de 

políticas que no pueden impulsarse en el futuro por el riesgo que pueden 

traer para generar más violaciones masivas y sistemáticas de derechos.

El otro componente ha sido escuchar desde un punto de vista distinto 

a los perpetradores, a quienes rinden cuentas. ¿En qué sentido eso es 

importante? Nosotros habíamos dicho judicialmente muchos de estos te­

mas que les he contado, estos patrones de macrocriminalidad; las prime­

ras impu taciones las sacamos hace más de un año en decisiones judiciales 

que tienen trescientas o doscientas hojas, y habíamos dicho: “Escuchamos a 

estas personas, recaudamos tales pruebas, los patrones son estos, los daños 

son estos”. Pero realmente esto llegó a convencimien to de la sociedad o a 

análisis global de la comunidad cuando los comparecientes se sentaron 
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enfrente de sus víctimas este año y reconocieron estos hechos. Construi­

mos un modelo de audiencia, creamos una puesta en escena pública de 

cómo pensar estas reuniones de diálogos entre víctimas y victimarios con 

mediación de los jueces. ¿Qué fue lo importante ahí? Escuchar de viva voz 

a los comparecientes fue clave. Primero, para enfrentar negacionismo, que 

ha existido en muchos de estos temas, por ejemplo, desde las más altas 

esferas del poder público en algún momento se ha pensado “Estos eran 

manzanas podridas o personas que eran criminales natos, que se volvieron 

locos y empezaron a matar porque sí”. Y estas audiencias lo que han permi­

tido es decir “No, estos eran crímenes de sistema, crímenes sistemáticos, 

sistemáticos en su planeación, en su ejecución y en su encubrimien to”. 

Y por eso la instrumentalización del funcionamien to estatal para la comi­

sión de estas ejecuciones por el ejército fue clave. Que ellos lo digan de viva 

voz y en forma pública ha sido clave. Y las víctimas han reaccionado frente 

a ello de diversa manera. En algunos casos subsiste la rabia y el dolor, y 

algunas víctimas han dicho: “Mire, yo no quiero dialogar sobre esto”; otras 

víctimas han dicho: “Yo sí quiero”, y han planteado: “Para mí estas pala­

bras en algún momento restauran el daño, pero son insuficientes por esto 

y por esto”.

Y ahí ha empezado un diálogo. Yo creo que esos diálogos están permi­

tiendo, están teniendo impacto para prevenir en el futuro muchos de estos 

hechos. ¿Van a ser funcionales para prevenir criminalidad masiva? Habrá 

que verlo en el futuro. Yo creo que hay que dar muchísimos pasos más, y 

una transformación radical del ejercicio del poder público. Pero yo creo 

que son pasos importantes en este modelo de justicia restaurativa que le 

da un sentido, con todo y los problemas de la burocratización de la justicia 

que hay en este análisis de masividad sistemática de las violaciones. Igual 

dan un sentido humano al ejercicio de la magistratura, al ejercicio de la 

participación de las víctimas y a la intervención de los victimarios.
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¿Cuáles son las propuestas desde la justicia neoliberal para 

poder atender esta problemática?

Ariadna Estévez

Yo creo que hay dos tipos de alternativas. La primera es política y la segun­

da es epistemológica. [En] la política yo creo que hay que —cuando somos 

académicas, defensoras o incluso cuando trabajamos en instituciones de 

derechos humanos o de justicia—, hay que hacer un ejercicio de reflexi­

vidad y ver si estamos sosteniendo las condiciones de dominación que 

producen muerte, en vez de enfocarnos en los mecanismos, en la produc­

ción de datos, todas estas cosas que componen la norma y la justicia 

neoliberal.

Y la pregunta es entonces ¿cómo puede constituirse una alternativa a 

esta política sin antagonismo? Aquí la idea de antagonismo es muy impor­

tante en el estudio de movimien tos sociales; la idea de confrontar al Esta­

do, y no me refiero a confrontarlo en guerrillas y todo esto, [que] es una 

política anterior, me refiero a una confrontación con el Estado de deman­

da, no de sentarse a tomar cafecito en Gobernación o con los parlamenta­

rios, sino asumir una posición de que el Estado es parte del problema y no 

un aliado en el que vamos a confiar. Esto es algo muy patológico en cómo 
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se ha hecho la política de derechos humanos en los últimos años: pensar 

que aquel que viola los derechos humanos o que está asociado con cier­

tos sujetos criminales o privados de violaciones a los derechos humanos 

puede ser un aliado.

Entonces yo digo, buscar protección y justicia fuera del dispositivo, 

pero dentro del discurso de derechos humanos. Seguir los canales que han 

sido excluidos intencionalmente, como los comités de expertos forenses y 

en criminología de organizaciones internacionales y los comités de fami­

liares. Yo digo que los comités de familiares son el actor político más im­

portante; la gente que busca y encuentra restos, que busca y encuentra 

gente viva: esa es la gente que está actuando lo que yo denominé en algu­

nos artícu los y libros la repolitización de los derechos humanos, porque lo 

que se ha perdido es justamente el papel político que tuvieron durante 

tantos años, esta plataforma política para reivindicar causas varias y de 

justicia. No contribuir a la administración del sufrimien to, sino politizar los 

derechos humanos y regresar a su objetivo de oponerse al Estado.

[En] la alternativa epistemológica, si no hacemos cambios de este 

tipo, el discurso de derechos humanos es parte del problema. A lo que me 

refiero es salirnos de la idea de que la adjudicación estatal del agente vio­

lador de los derechos humanos es la clave para determinar una violación 

a los derechos humanos. Hay un artícu lo donde yo hablo [de] que tenemos 

que partir, por ejemplo, de que hay que tomar las intenciones, en cuestio­

nes como feminicidio —pero no solo feminicidio, porque la masculinidad 

hegemónica se ve tóxica en muchos lados—, pero en particular eso: tomar 

las intenciones de la masculinidad hegemónica para ver cuestiones como 

son intención, motivo, etcétera. Yo creo que lo más importante para que el 

discurso de derechos humanos funcione es esta parte política, pero tam­

bién la incorporación de la noción de sufrimien to. Andrew Fagan habla 

de que el sufrimien to dio origen a la Declaración Universal de Derechos 
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Humanos porque fue el holocausto y la condena del genocidio lo que la 
motivó. El problema en los últimos años es que los legalistas y teóricos de 
derechos humanos se han obsesionado con visiones más formalistas de la 
ética y el derecho que ven la justicia como una consecuencia de la discri­
minación y la desigualdad. El sufrimien to equivalente al del genocidio 
ha desaparecido del radar cuando se teoriza o se positiviza en la ley la idea 
de derechos humanos, y es necesario retomar el sufrimien to como el im­
perativo ético de los derechos humanos. Yo lo que he propuesto es que se 
incorpore la noción de sufrimien to equiparable con violaciones a los dere­
chos humanos, es decir, si en cuestiones de macrocriminalidad o necropolí­
tica uno no sabe si el actor fue militar o si fue narco o si fue sicario, eso no 
tendría que ser lo importante; lo importante es que el sufrimien to causado a 
esta persona (digamos, en un caso de tortura o en un caso de desapari­
ción) es equiparable con violaciones a los derechos humanos desde la 
perspectiva de que solo los actores del Estado o con la aquiescencia del 
Estado pueden violar derechos humanos. Creo que esto es fundamental, o 
sea, cambiar la ley, cambiar la mentalidad, cambiar la forma en que litiga­
mos derechos humanos, en cómo los defendemos, en cómo los enseñamos, 
y orientar a las cuestiones éticas y básicas, la ontología primaria de los de­
rechos humanos que fue el sufrimien to masivo.

Y enfocarnos menos en esto… Yo entiendo lo que decía Oscar, que 
hay tantas víctimas que es imposible hacerlo persona por persona, pero si 
estamos haciendo un montón o un aparato gigante de justicia transicional 
o de comités o de comisiones, pues hay que ir caso por caso. Porque cada 
persona es un individuo, con una historia de injusticia que debe verse en 
particular, y me parece que rescatar esta individualidad tiene que ver tam­
bién con tener una visión más ética en vez de legal del sufrimien to.
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¿Cómo desde el Estado y los procesos de paz, en tu caso, 

Oscar, han contribuido a este nuevo entendimien to de justi-

cia? Y al mismo tiempo, si incorporamos esta idea de Ariadna 

del valor ético supremo al momento de administrar justicia y 

que la reparación sea el sufrimien to, ¿cómo podríamos incor-

porarlo desde una visión de justicia?, ¿cómo desde la experien-

cia de la JEP se podría determinar el sufrimien to al momento 

de la reparación?

Oscar Parra

Muchas gracias. Sin duda es un tema difícil. En este diálogo con Ariadna, 

que es bien interesante, yo concuerdo con todo lo que plantea, y en el caso 

colombiano se ha hecho una crítica similar de esa burocratización de la 

muerte en algunos escenarios de análisis de criminalidad masiva; eso está 

presente en muchos debates y en muchas críticas que estamos enfrentan­

do. Yo lo que diría es que un primer paso que hemos dado es no otorgar el 

valor principal a la condena, como a los puntos de llegada del proceso 

judicial, del proceso judicial transicional, sino convertir a todos los itinera­

rios, todos los componentes del proceso judicial transicional en escenarios 

que puedan tener una vocación restaurativa.
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Explico muy brevemente esa idea. La idea es que desde el primer mo­

mento en el que las víctimas se estén acercando a presentar sus informes 

y ofrecer esa voz sobre los daños (esa voz que yo les comentaba que no se 

había escuchado previamente en la justicia ordinaria), que desde ese pri­

mer momento sea un espacio reparador y dignificante; por eso hicimos 

audiencias en las que recibimos estos informes, hicimos transmisión —in­

cluso pública, por televisión— de algunas de esas audiencias o de esos 

momentos donde víctimas hablaban, incluso desde el exterior o desde el 

exilio, sobre ese tipo de atrocidades que habían tenido que enfrentar.

Entonces nuevamente allí hay un primer paso. Después en la acredi­

tación en el proceso judicial, que es esa formalidad que tiene cualquier 

proceso ordinario, hemos tratado de darle particularidades cuando co­

rresponde, por ejemplo, la acreditación de los territorios étnicos como víc­

timas en el conflicto, entender el territorio como víctima; lo hemos hecho 

en estos casos territoriales que les mencionaba y a mi juicio se obtiene 

poder narrativo y poder político. Hemos reconocido a más de cien mil víc­

timas asociadas a esos territorios que fueron victimizados y estamos em­

pezando a documentar no solamente las masacres, las desapariciones, las 

torturas, la violencia sexual, sino también la destrucción del territorio como 

víctima y cómo eso hacía parte también de la estrategia para destruir gru­

pos étnicos. Entonces reconocer al territorio como víctima, como parte del 

proceso, ha sido otro hito en esa transformación del proceso para que sea 

restaurativa. Y después empezar a otorgar voz pública a las víctimas res­

pecto a lo que dicen los victimarios frente a las críticas que tienen, también 

ha sido otro momento clave en la forma de construir un nuevo entendimien­

to de la justicia para enfrentar esta macrocriminalidad desde una visión 

restaurativa.

Ahora, en el otro componente, que ya es el componente difícil de cómo 

reparar a millones de víctimas (por ejemplo, en el caso del despla zamien to 
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forzado en Colombia estamos enfrentando más de ocho millones de víc­
timas y más de cien mil desaparecidos, desaparecidas, etcétera), yo aquí 
solo resaltaría que llevamos más de diez años de implementación del Pro­
grama Administrativo de Reparaciones, que ha tenido varios debates, jun­
to a un Programa de Restitución de Tierras. A mi juicio, en estos momentos 
es una preocupación central del nuevo gobierno redinamizar esos proce­
sos para que sean procesos de empoderamien to de víctimas y comunida­
des, no de empoderamien to del Estado, y en eso concuerdo con Ariadna, 
no es fortalecer burocracias institucionales, sino empoderar a víctimas y 
comunidades de víctimas en sus territorios y reivindicar entonces esa re­
politización de los derechos.

Y cierro entonces señalando que esto genera nuevos desafíos de articu­
lación interinstitucional que se están impulsando para mover a las entida­
des territoriales con programas de justicia restaurativa y reparación; eso 
está generando análisis macroeconómico que, si no es bien manejado 
en esta reconceptualización de empoderamien to, pues obviamente volve­
rá a consolidar una burocracia, ahora no solo administrativa, sino también 
económica, sobre administración de recursos para la reparación.

Los programas de desarrollo con enfoque territorial que se impulsa­
ron en los Acuerdos de Paz —y que no se han podido consolidar en cinco 
años— hoy en día son el camino con el que se está viendo esa reparación 
para que tenga sentido en los territorios, en el enfoque de paz territorial 
que buscaban los Acuerdos de Paz.
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¿Cómo imaginas tú que podríamos en México, por ejemplo, 
plantearnos este nuevo concepto de justicia y profundizar? 
¿Cómo podríamos tomar al sufrimien to? o ¿qué tendríamos que 
entender por sufrimien to? ¿Cómo determinar este sufrimien to?

Ariadna Estévez

Bueno yo nada más recuerdo que no soy abogada ni litigo ni, como Oscar, 

estoy metida en procesos de reconciliación, ni nada. Entonces yo lo que 

hago es pensar los derechos humanos a partir de lo que veo como efec tos 

negativos en lo social.

Entonces, yo lo que creo (y esto lo digo también cuando me dicen 
“¿Qué soluciones ves entonces para la migración forzada y la negación al 
asilo?”, que es lo que estoy estudiando desde hace años) es que la respuesta 
no está en la política migratoria y en este caso no estaría en las institucio­
nes jurídicas. Yo creo que mucho de lo que estamos viendo en necropolíti­
ca actualmente tiene que ver con la voracidad sobre los recursos de las 
sociedades determinadas, y si tú ves los casos de Honduras, Guatemala, 
Venezuela, Colombia, Brasil, México, mucha de la actividad criminal y la ope­
ración de grupos que no necesariamente tienen manejo económico sobre 
los recursos, ya sean legales o ilegales —porque sabemos que muchos 

cárteles y muchos grupos privados están metidos en la minería ilegal, no 
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solo ellos—, yo creo que es ahí donde se tiene que observar. Nosotros que­
remos hacer política pública y política de derechos humanos, pero las cau­
sas están completamente en otro lado; se tiene que regular eso.

Y no puede ser “Abrazos y no balazos” en cuestiones donde la minería 
sigue y los grupos criminales están entrando directamente a las activida­
des de minería o están vendiendo sus servicios a corporaciones, a gobier­
nos, etcétera. Y todo esto está completamente comprobado en todos los 
países que he mencionado. Entonces uno tendría que enfocarse ahí, por 
ejemplo, en términos de cómo evitamos.

La otra de cómo veo yo que los derechos humanos operen ahí: en un 
artícu lo que les refería, que se llama “La gubernamentalización agropolíti­
ca del Estado y la masculinidad hegemónica: dislocación y recomposición 
ontológica de los derechos humanos”, yo lo que hago es analizar cómo se 
interpreta y se ejecuta el derecho al asilo y al refugio en el caso de Estados 
Unidos, por ejemplo, que es muy cerrado: tú no puedes ganar un caso de 
asilo en Estados Unidos si el Estado no está presente, rechazan casos 
de mexicanos y [ahora] ya todo es muchísimo más masivo, pero cuando 
era más individual rechazaban casos de mexicanos porque no podían apor­
tar evidencia de que quien los perseguía tenía una adjudicación estatal.

Entonces lo que yo proponía era cambiar los elementos básicos de 
aportación de prueba en una petición de asilo: en vez de persecución 
—que es como el centro del derecho al asilo— tendríamos que pensar en 
la amenaza de daño que fuera a causar sufrimien to, o sea, no necesaria­
mente perseguir, sino simplemente causar sufrimien to en relación con el 
contexto determinado. Y en vez de motivaciones causadas por identidad 
de la víctima, que se establecieran de otro tipo, motivaciones de masculi­
nidad hegemónica, que fue lo que yo analicé, porque el género no siempre 
está incluido cuando se otorga o se pide el asilo, y así varias cosas. Uno 
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tendría que ir analizando los derechos más violados y quitar el énfasis en el 
Estado, porque ojalá fuera como fue hace 30 años, que se podía litigar un 
caso de derechos humanos con la certeza de que era el Estado. Ahora eso 
no ocurre; el Estado es un actor más dentro de una red poderosísima 
—transnacional, además— de intereses que tienen como fin erradicar mo­
vilización y gente que estorba en la extracción de recursos, en que se esta­
blezcan ciertas políticas...
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